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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
ACUMULACIÓN DE PENAS / JURÍDICA Y NO MATEMÁTICA / CRITERIOS: NÚMERO DE ILÍCITOS Y GRAVEDAD DE LOS MISMOS / PRINCIPIOS DE FAVORABILIDAD Y PROPORCIONALIDAD / LINEAMIENTOS LEGALES QUE DEBEN SEGUIRSE: ARTÍCULOS 460 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO PENAL Y 31 DEL CÓDIGO PENAL.
… el indicador a tener en cuenta para la dosificación de penas tratándose de un concurso delictivo y/o de acumulación de causas o de fallos, es el número de ilícitos puestos en juego; y, además, aunque la norma no lo señale en forma expresa, la gravedad de las mismas. 

La institución de la acumulación debe ser concordante con los principios de favorabilidad y proporcionalidad, en cuanto uno de sus fines consiste en hacer menos aflictiva la situación del sentenciado al momento de purgar sus condenas, con fundamento en la llamada acumulación jurídica y no aritmética de las mismas. 

En cuanto a la forma como opera la referida acumulación se tiene que al tenor de los artículos 470 y 460 de las leyes 600/00 y 906/04, respectivamente, surge imperiosa la aplicación de las normas que regulan la tasación en los casos de concurso de conductas punibles, esto es, las reglas fijadas en el artículo 31 de la ley 599/00, pero sin que ello implique, como lo precisó la Corte Suprema de Justicia: “una nueva graduación de la pena -tal y como si ella nunca se hubiese fijado-, pues su correcto entendimiento alude a que la tasación de la pena se hará sobre las penas concretamente determinadas” en los respectivos fallos…
… hay que reconocer, como igualmente lo hace el recurrente, que el funcionario de primera instancia en ningún momento se alejó de los lineamientos establecidos en los artículos 460 C.P.P. y 31 C.P., normas en las que se encuentran contempladas las reglas que orientan la materia, toda vez que se partió de la más grave -57 meses, 18 días- y se incrementó “hasta en otro tanto”, esto es, sin exceder la suma aritmética, como situación que no desborda los parámetros de proporcionalidad atendida la gravedad de las conductas atribuidas…
Es cierto que el señor GLM carecía de antecedentes con antelación a la comisión de los ilícitos por los que fue hallado responsable, o, como lo afirma también con acierto el recurrente, no se probó que fuese el líder de una banda delincuencial; sin embargo, no puede dejarse de lado que la actividad por él desplegada no solo afectó el bien jurídico de la salubridad pública, en tanto se estimula el consumo de dichas sustancias, sino que además estaba ligado con una organización dedicada al comercio internacional de narcóticos…
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Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veinticuatro (24) de febrero de dos mil veinte (2020).

                                  Aprobado por Acta N° 155
                                  Hora: 8:40 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala el recurso de apelación interpuesto por el apoderado del señor GLM, contra el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, por medio del cual se dio aplicación a la figura de la acumulación de penas a favor del condenado.
2.- PROVIDENCIA 

El señor GLM fue declarado penalmente responsable por el Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Pereira (Rda.) en sentencia de noviembre 07 de 2017, a la pena principal de 57 meses y 18 días de prisión como autor del delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes dentro del proceso radicado al N° 2016-00076, en la cual se le negó la suspensión condicional de la ejecución de la pena. Dicha determinación no fue objeto de apelación, por lo cual adquirió firmeza el mismo día de su proferimiento.
Posteriormente, el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas por auto de diciembre 23 de 2019 resolvió de oficio la acumulación jurídica de penas, en tanto al señor GLM le figuraba otra sentencia en su contra, esto es, la dictada por el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de Pereira (Rda.) en octubre 19 de 2018 a la pena de 48 meses de prisión por el delito de concierto para delinquir agravado con fines de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, radicado al Nº 2017-00075, donde igualmente se le negó la suspensión condicional de la ejecución de la pena, sin haberse interpuesto recurso contra la misma.
En la referida determinación el juez ejecutor consideró que se cumplían los presupuestos establecidos en el dispositivo 460 C.P.P. para dar aplicación a la misma y para ello partió de la sanción mayor -57 meses, 18 días- y la incrementó en 30 meses -correspondiente a la condena de 48 meses-. En esas condiciones, la pena resultante fue de 87 meses y 18 días de prisión como principal, e igual lapso para la inhabilitación del ejercicio de derechos y funciones públicas. Adicionalmente se abstuvo de modificar lo relativo a la negación de la suspensión condicional de la ejecución de la pena.

3.- RECURSO
El apoderado del sentenciado no estuvo de acuerdo con esa decisión y por tal motivo interpuso recurso de apelación, por cuanto en su criterio debió otorgársele una rebaja mayor a la concedida, y al efecto argumentó:
Si bien la rebaja concedida se encuentra dentro de los lineamientos normativos, fue poca frente al tema del concurso de conductas punibles, donde opera la subjetividad del juez, en tanto el a quo justificó el reducido descuento en criterios de esta Sala; además, por la naturaleza y modalidad de los delitos que producen gran reproche social. Y si bien es cierto no discute ese análisis que debe efectuar el funcionario, este también está obligado a observar en forma particular cada asunto y no de manera generalizada, como lo señala la jurisprudencia.

El incremento no debe ser abstracto, sino que debe tener fundamento no solo en la clase de delito, sino en las circunstancias en que se produjo y las condiciones del autor, lo cual desconoció el a quo en tanto solo generalizó en los delitos por los que se condenó, que aunque censurables, cada caso debía analizarse en forma particular y el juez nada dijo acerca de las circunstancias en que se produjeron los ilícitos, ni las condiciones personales del sentenciado.

Su defendido no hacía parte integral de la organización, no era líder o cabecilla, ni se estableció que estuviera al mando de la misma, mucho menos que cometiera homicidios, extorsiones o secuestros, solo se le incriminó el porte de estupefacientes, no cuenta con antecedentes penales, y al ser capturado afrontó ambos hechos, reconoció sus errores y aceptó cargos, con lo cual evitó un desgaste a la justicia. De haberse investigado conjuntamente ambas conductas, el hallazgo por el que se condenó a 48 meses con el aumento en razón del concurso si mucho le hubiera incrementado un año. 
Agrega que como la acumulación de penas no mira las penas individualizadas sino las impuestas, el juez está obligado a realizar un análisis más detallado de los comportamientos por los que fue sancionado, y por ello estima que la rebaja de 18 meses otorgada es poca y pide se le conceda una mayor.

4.- Para resolver, SE CONSIDERA 
De acuerdo con lo referido en los párrafos anteriores, procede la Corporación a desatar el recurso de apelación que interpuso el apoderado del sentenciado GLM contra el auto interlocutorio por medio del cual el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas hizo la respectiva acumulación jurídica de penas.

Imperativo es recordar que el indicador a tener en cuenta para la dosificación de penas tratándose de un concurso delictivo y/o de acumulación de causas o de fallos, es el número de ilícitos puestos en juego; y, además, aunque la norma no lo señale en forma expresa, la gravedad de las mismas. 
La institución de la acumulación debe ser concordante con los principios de favorabilidad y proporcionalidad, en cuanto uno de sus fines consiste en hacer menos aflictiva la situación del sentenciado al momento de purgar sus condenas, con fundamento en la llamada acumulación jurídica y no aritmética de las mismas. 

En cuanto a la forma como opera la referida acumulación se tiene que al tenor de los artículos 470 y 460 de las leyes 600/00 y 906/04, respectivamente, surge imperiosa la aplicación de las normas que regulan la tasación en los casos de concurso de conductas punibles, esto es, las reglas fijadas en el artículo 31 de la ley 599/00, pero sin que ello implique, como lo precisó la Corte Suprema de Justicia: “una nueva graduación de la pena -tal y como si ella nunca se hubiese fijado-, pues su correcto entendimiento alude a que la tasación de la pena se hará sobre las penas concretamente determinadas”
 en los respectivos fallos, es decir, sobre las penas concretamente dosificadas en la forma y términos dispuestos en las sentencias, de modo que a partir de la pena más grave según su naturaleza […] solo sea necesario un simple ejercicio de comparación matemática entre las de igual naturaleza para saber cuál es la más grave
, obviamente, sin que el quantum definitivo pueda traducir la suma aritmética de las sanciones o comportar el inaceptable desbordamiento del máximo previsto por el legislador
.

En el presente asunto, al comparar el quantum de las diferentes penas privativas de la libertad fijadas en las sentencias, se puede establecer que aquella que data de noviembre 07 de 2017 es efectivamente la más grave, toda vez que se fijó en 57 meses y 18 días de prisión, por lo cual resultaba proporcional y equitativo adicionar a esta 30 meses -correspondiente a la condena de 48 meses-. 
En esos términos, hay que reconocer, como igualmente lo hace el recurrente, que el funcionario de primera instancia en ningún momento se alejó de los lineamientos establecidos en los artículos 460 C.P.P. y 31 C.P., normas en las que se encuentran contempladas las reglas que orientan la materia, toda vez que se partió de la más grave -57 meses, 18 días- y se incrementó “hasta en otro tanto”, esto es, sin exceder la suma aritmética, como situación que no desborda los parámetros de proporcionalidad atendida la gravedad de las conductas atribuidas y por las cuales se halló responsable penalmente al implicado. Y a ese respecto se pasa a explicar lo siguiente en cuanto a las circunstancias que rodean este caso en particular, obsérvese:
Si bien se queja el apoderado del recurrente porque en su criterio debe otorgársele a su defendido una mayor reducción de pena, ello equivaldría a desconocer la gravedad de las conductas en las que ha incurrido, en tanto lo que se sabe es que el mismo ha estado vinculado a organizaciones criminales dedicadas al tráfico de estupefacientes, como quiera que en dos ocasiones fue detenido en flagrancia cuando transportaba alcaloides -solo en una de las sentencias, la proferida por el Juzgado Séptimo se hace alusión a la incautación de 1.4973.8 gramos de cocaína-, y en el proceso que se tramitó ante al Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado, que es aquél en donde se debe analizar el porcentaje de dosificación por vía de la acumulación se advierte que la actividad delincuencial incluso traspasó las fronteras patrias, porque se usaban personas para comercializar estupefacientes en países como México, Estados Unidos, China y de Europa, tal cual se estableció dentro del trabajo investigativo realizado.

Es cierto que el señor GLM carecía de antecedentes con antelación a la comisión de los ilícitos por los que fue hallado responsable, o, como lo afirma también con acierto el recurrente, no se probó que fuese el líder de una banda delincuencial; sin embargo, no puede dejarse de lado que la actividad por él desplegada no solo afectó el bien jurídico de la salubridad pública, en tanto se estimula el consumo de dichas sustancias, sino que además estaba ligado con una organización dedicada al comercio internacional de narcóticos, lo que a su vez causa daño a personas de diversas nacionalidades e impacta de manera negativa en la imagen de nuestro país ante la comunidad internacional.
En ese orden, y en contravía de la postura del abogado recurrente, considera la Sala que el incremento de 30 meses que efectuó el a quo a la pena más alta, no se observa desatinado; por el contrario, se aprecia como acorde con las particularidades de los casos que se tramitaron en contra del sentenciado.

Por lo anterior, la Corporación acompañará la decisión proferida por el juzgado de primer nivel, al encontrarla ajustada a derecho.
5.- DECISIÓN  
Acorde con lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, CONFIRMA el auto interlocutorio objeto de apelación. 

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,

ADRIANA JULIA CATAÑO LÓPEZ
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� Módulo “Función de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad”. IV Curso de Formación Judicial Inicial para Magistrados, Magistradas, Jueces y Juezas de la República. Promoción 2009. Unidad 1. 1.2.3.1. La Acumulación de Penas. Pág. 20, 33-34.
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